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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 819/2023/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: GERARDO MARTÍN PECINA SAAVEDRA. 

AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECCIÓN DE RECURSOS HUMANOS DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRA AUTORIDAD. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., a doce de julio de dos mil veinticuatro.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 819/2023/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintiuno de agosto de dos mil veintitrés se tuvo a GERARDO MARTÍN PECINA SAAVEDRA, demandando por derecho propio el acto y respecto de las autoridades que enseguida se precisan:

AUTORIDADES DEMANDADAS: 

- Dirección de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis.
- Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del H. Ayuntamiento de San Luis.

ACTO QUE SE IMPUGNA.- La negativa ficta recaída al escrito denominado “FORMATO ÚNICO PARA SOLICITUD DE PENSIONES F1-SP” presentado por parte del actor el 13 de mayo de 2022 y dirigido a la Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. 

   II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las once horas con treinta minutos del treinta de mayo de dos mil veinticuatro, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación, al escrito de ampliación de demanda así como al escrito de contestación a la ampliación de demanda, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción X y 28 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- De autos se desprende que el acto materia de impugnación consiste en la negativa ficta recaída al escrito denominado: “FORMATO ÚNICO PARA SOLICITUD DE PENSIONES F1-SP” presentado por parte del actor el 13 de mayo de 2022 y dirigido a la Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. 
En principio es pertinente establecer lo que respecto a la Negativa Ficta, disponen el artículo 7º fracción XIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 3º fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dicen:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

…

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.”

“ARTICULO 3º.- Para los efectos de este Código se entiende por:

…

XVI. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular.”

“ARTICULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”

De los preceptos anteriores, se desprende que los elementos que configuran la negativa ficta, son los siguientes:
a) Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad;

b) El silencio de la autoridad; y

c) Que el silencio se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

En ese sentido, se advierte que la parte actora reclama la nulidad de la negativa ficta de la Dirección de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, recaída al escrito presentado el trece de mayo de dos mil veintidós, mediante el cual la parte actora solicitó la autorización de la pensión. 

En consecuencia, tenemos que la aquí actora, acredita la existencia de la solicitud que formuló ante la demandada en la fecha señalada en el párrafo anterior, haciendo de manifiesto que a la fecha de presentación de demanda y que lo fue el dieciséis de agosto de dos mil veintitrés, la demandada no ha dado respuesta a la misma. 

Ahora bien, considerando que los artículos 20 y 24, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código. 

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”
“Artículo 24.- El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: 

…

IV. En el caso de negativa ficta en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa.”
En atención a lo anterior, para que se configure la negativa ficta, es necesario que exista una instancia o petición a la autoridad y que ésta no la resuelva en el término de tres meses. 

Transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución, se entenderá que la autoridad resolvió negativamente como presunción derivada de lo dispuesto en dicho precepto. 

De esta manera el precepto citado en primer orden, consagra la figura jurídica denominada negativa ficta, cuya naturaleza se centra en estimar que el silencio de la autoridad ante una instancia o petición formulada por un gobernado, extendido durante un plazo no interrumpido de tres meses, genera la presunción legal de que la autoridad resolvió de manera negativa; es decir, en forma contraria a los intereses del peticionario, circunstancia que origina su derecho procesal a interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa negativa tácita, o bien, a esperar a que esa autoridad dicte la resolución respectiva.

Así las cosas, el juicio contencioso administrativo que se plantea en contra de dicha negativa ficta, se puede hacer valer en cualquier tiempo, siempre y cuando no se haya notificado la resolución expresa, pues una vez notificada ésta, ya no estaríamos frente a una resolución ficta, resultando aplicable, por analogía el siguiente criterio de  Jurisprudencia que dice:
 

“NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.”

La demanda de nulidad fue presentada de la siguiente manera:

	Fecha de presentación de la solicitud a la autoridad
	Plazo de 3 meses sin respuesta expresa transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	13 de mayo de 2022 
	Del 14 de mayo al 14 de agosto de 2022.
	16 de agosto de 2023.


TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda GERARDO MARTÍN PECINA SAAVEDRA, demandando la nulidad del acto señalado en el resultando primero de esta resolución. 

Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

El interés jurídico de la parte actora se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye la resolución negativa ficta recaída al escrito denominado “FORMATO ÚNICO PARA SOLICITUD DE PENSIONES F1-SP” presentado por parte del actor el 13 de mayo de 2022 y dirigido a la Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por tanto, es evidente el interés que asiste al actor para combatir dicha resolución ficta en el presente juicio, de ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

Tocante a la legitimación de las autoridades demandadas, las mismas se encuentran acreditadas en este juicio conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportaron para tales efectos el nombramiento que las acredita como tal, según documentos visibles a foja 22 y de la 68 a la 79 de este expediente.

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, la autoridad demandada Dirección de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, hace valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracción II y 229 fracción VI y VII del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el argumento de que la resolución impugnada de la negativa ficta relativa a la petición de fecha 13 de mayo de 2022, recepcionada en la Oficialía de Partes de la Dirección de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí el día de la fecha y que consiste en el “FORMATO I, SOLICITUD DE PENSIÓN JUBILACIÓN (AÑOS DE SERVICIO), fue atendida mediante el oficio identificado mediante el número DRH/1187/2022, dirigido a la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales y en el que se adjuntó el formato I, así como la documentación correspondiente, a efecto de que se generara el procedimiento de trámite de pensión solicitado por el actor. 

Atentos a lo anterior y una vez analizadas las constancias que conforman el expediente en que se actúa,  a foja 23 se advierte que efectivamente, la Dirección de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, emitió el oficio número DRH/1187/2022, fechado  el 17 de mayo del año 2022 y recibido el mismo día de la fecha en las Oficinas de la Segunda Sindicatura Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. 

Documento al que se le concede valor probatorio pleno en los términos de los artículos 72, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado y con el que se acredita que efectivamente el 17 de mayo del año 2022 y mediante el oficio en mención, la Dirección de Recursos Humanos, remitió a la Síndico Municipal y Presidente de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales para su valoración, el escrito de pensión que presentó el actor el pasado 13 de mayo de 2022.

El documento en cita señala al respecto lo siguiente:
**********
Atentos a lo anterior, se tiene entonces que la petición del actor consistente en el “FORMATO ÚNICO PARA SOLICITUD DE PENSIONES F1-SP” presentado el 13 de mayo de 2022 y dirigido a la Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, sí fue atendida por la citada Dirección mediante el oficio número DRH/1187/2022, fechado el 17 de mayo del año 2022, al haber remitido dicha solicitud a la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales para su valoración, de ahí la procedencia de la causal de improcedencia previstas y señalada el artículo 228 fracción II del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Entonces con fundamento en lo señalado por el artículo 229 fracción V que dice:

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;

Se Sobresee el presente asunto en cuanto a la citada autoridad Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. 

Ahora bien, una vez que la mencionada Dirección de Recursos Humanos emitió su contestación de demanda y en la que manifestó que a la petición de solicitud de pensión por parte del actor había sido atendida en los términos ya señalados, mediante auto del veintiséis de septiembre del año dos mil veintitrés, se le dio al actor su derecho de ampliar su demanda de nulidad.

Así, mediante escrito presentado ante este H. Tribunal el pasado treinta de octubre de dos mil veintitrés, el cuál obra agregado en autos a foja de la 42 a la 44 de este expediente, el actor presentó su ampliación de demanda de nulidad, en la que señaló como autoridad demandada a la Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.   

En ese sentido, mediante auto del treinta y uno de octubre de dos mil veintitrés, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, para efectos de que emitiera su contestación al respecto.   

    Por ello, mediante oficio S.S/2314/23, el cuál se encuentra agregado en autos a fojas de la 55 a  la 67 del expediente en que se actúa, la autoridad demandada emite su contestación a la ampliación de demanda, de cuyo contenido se advierte que hace valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracciones II y XI en relación con el artículo 229 fracciones II y V  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el argumento de que el actor inició su trámite de pensión por jubilación el 13 de mayo del año 2022 y que posteriormente el 03 de junio del mismo año, se le notificó personalmente el auto de radicación de fecha 19 de mayo de 2022.

Que por tanto, la solicitud del actor conforme al Manual de Procedimientos para la Autorización de Jubilaciones y Pensiones de las y los trabajadores y beneficiarios del Municipio de San Luis Potosí, se encuentra en la etapa de EXÁMEN DE REQUISITOS, para ser dictaminada por la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales conforme a las facultades que otorga el numeral 133 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí.
Que cada solicitud de constriñe a los procesos correspondientes y que se realizan las gestiones administrativas internas coordinadas con las áreas técnicas involucradas en el tema y que a la fecha y desde el ingreso del quejoso a prestar sus servicios, no se contó ni se cuenta con un sistema de aportación bipartita, lo que dice conlleva a que se realicen las acciones administrativas internas respectivas para llevar a cabo el pago de las respectivas pensiones. (F 60 y 61) 
Para efectos de lo anterior aportó como medios de prueba los siguientes documentos:

**********
El documento en mención se encuentra agregado en autos a foja 88 del expediente en que se actúa y al que se le otorga valor probatorio pleno en los términos de los artículos 72, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado; 330 y 392 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria.

Con dicho documento, se acredita que el diecinueve de mayo del año dos mil veintidós, la Síndico Municipal y Presidenta la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Municipio de San Luis Potosí, tuvo por recibida la solicitud de pensión por jubilación de fecha 13 de mayo del año 2022, firmada por el C. GERARDO MARTÍN PECINA SAAVEDRA, CON NÚMERO DE NÓMINA 2931-N y en el que se ordenó se integre el original de la constancia laboral vigente de fecha 17 de mayo de 2022, firmada por la Dirección de Recursos Humanos, ordenando además se registrada bajo el expediente CPPAL/DJ/027/2022.

Además, se le hizo saber al promovente que su petición y anexos que presenta, serían integrados a su expediente de vida laboral y que posteriormente se dictaminaría de conformidad con lo establecido por los artículos 94 y 133 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, la legislación administrativa aplicable y el Manual de Procedimientos para la Autorización de Jubilaciones y Pensiones de las y los trabajadores y beneficiarios del Municipio de San Luis Potosí, resolución que se le notificara de forma personal y directa.

Por otro lado se advierte en la parte superior del acuerdo en mención que éste, le fue legalmente notificado al actor el 03 de junio del año 2022, puesto que así se advierte con claridad el nombre y firma del actor.

Para efectos de abundar más en la legal notificación que la autoridad demandada le realizó al actor, anexó la CEDULA DE NOTIFICACIÓN, la que se realizó en los siguientes términos:  **********
Al documento en mención mismo se encuentra agregado en autos a foja 89 del expediente en que se actúa, al igual que el anterior, se le otorga valor probatorio pleno en los términos de los artículos 72, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado; 330 y 392 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria y con el que se acredita que desde el pasado 03 de junio del año 2022, se le dio respuesta al actor respecto del trámite a su solicitud de pensión que en su momento presentó ante la Dirección de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí el 13 de mayo del año 2022.

Aunado a lo anterior, una vez que se acordó respecto a la contestación de la demandada, mediante auto del veintitrés de abril del año dos mil veinticuatro, se le corrió traslado al actor con dicha contestación a efecto de que ampliara su demanda, sin que se haya manifestado al respecto.   

Entonces, no es veraz como lo manifestó el actor desde su escrito inicial de demanda, que desde que presentó su solicitud de pensión ante el Segundo Síndico Municipal y Presidenta la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Municipio de San Luis Potosí, no se haya dado contestación alguna, apreciando que se trata de una manifestación falaz, puesto que como ha quedado debidamente acreditado, la autoridad demandada sí dio respuesta al actor de la solicitud de pensión el 03 de junio del año 2022, notificándole del auto de radicación de su solicitud de pensión.    
En conclusión, se tiene entonces que la Negativa Ficta que en su momento pretendió hacer valer el actor, no se configuró, por los motivos y razones que han quedado precisados en esta resolución.

Por tanto  el presente asunto encuadra en la hipótesis de improcedencia prevista y señalada el artículo 228 fracción II del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Entonces con fundamento en lo señalado por el artículo 229 fracción V que dice:

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado.”;

Se Sobresee el presente asunto por los motivos y razones que han quedado precisados en esta resolución.  

En virtud de que esta Primera Sala Unitaria ha decretado la procedencia de las causales analizadas en los párrafos que anteceden, resulta innecesario el estudio de los argumentos planteados por el actor, en razón de que el hacerlo, no  cambiaría  el  sentido  de  esta decisión. 

Queda sustentado lo anterior por analogía al caso concreto que se deduce, en el criterio  que dice: 

"CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO ASÍ COMO LOS DEMAS AGRAVIOS. 

Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la ley de Amparo, resulta innecesario el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO."

Por todo lo anteriormente señalado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 228 fracción II, 229 fracción V, 231, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia, de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio, por las razones contenidas en el Considerando Quinto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado EDUARDO PEREDO GÓMEZ, que autoriza y da fe.-CONSTE.

EL SUSCRITO SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA CERTIFICA: QUE LAS PRESENTES COPIAS, FUERON SACADAS DE SUS ORIGINALES, CON LAS CUALES CONCUERDAN EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES, EN FE DE LO CUAL SE EXTIENDE LA PRESENTE CERTIFICACION, A LOS DIEZ DIAS DEL MES DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTICUATRO.

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA  DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.

LIC. EDUARDO PEREDO GÓMEZ.
�  2a./J. 164/2006, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Página 204, que dice:











